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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  - 2ª Instancia -25 de mayo 2018
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2018-00010-01
Accionante:

Nohelia Rivera de Rincón.

Accionado: 

Fiscalía General de la Nación – Subdirección Nacional de Talento Humano – Jefatura de Personal, Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero, Jefatura Analista de Recurso Humano Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero, Positiva Compañía de Seguros
Vinculado (s): 



Proceso:


Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


MÍNIMO VITAL / PAGO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS / IMPROCEDENTE / CONFIRMA -  Descendiendo al caso concreto, se trata de una controversia sobre el pago de prestaciones económicas y la presunta conculcación del derecho fundamental al mínimo vital. Mas, la demandante no acreditó, que la reducción de sus ingresos mensuales, pusiera en peligro inminente su subsistencia. Su mínimo vital no se resiente, por cuanto recibe el estipendio mensual, efectuadas las deducciones de su salario, que en mayor parte, casi en toda, para ser claros, provienen de sus obligaciones previas, antes que de la incapacidad que ha sufrido (f. 3, c. 1). 

Y tampoco acreditó que, por efectos de la incapacidad, se le esté generando un perjuicio irremediable, con las características ya anunciadas, pues está claro que la disminución exagerada de sus ingresos obedece a cuestiones diversas a su condición de salud, que apenas si alcanza a resquebrajar un poco más su retribución mensual. No basta, entonces, con hacer una mención de situaciones fácticas, sin que existan verdaderos elementos que permitan deducir, razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas. 

Puestas de esta manera las cosas, avala esta Sala la posición del funcionario de primer grado en lo que toca con la valoración que al derecho fundamental al mínimo vital ofreció. 

Igual ocurre con la disertación que sobre el derecho de petición dispensó, en tanto la solicitud no fue enviada a una dirección de notificaciones judiciales oficial de la Fiscalía General de la Nación y tampoco se acreditó que el escrito efectivamente hubiese sido entregado en la dirección electrónica, de la que valga decir, se desconoce a quién corresponde.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo veinticinco de dos mil dieciocho 
Expediente 66170-31-03-001-2018-00010-01

Acta No. 181 de mayo 25 de 2018
Se resuelve la impugnación presentada por la accionante, en la acción de tutela que Nohelia Rivera de Rincón, promovió frente a la Fiscalía General de la Nación – Subdirección Nacional de Talento Humano – Jefatura de Personal, Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero, Jefatura Analista de Recurso Humano Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero, Positiva Compañía de Seguros, contra la sentencia proferida el 4 de abril del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas.
ANTECEDENTES

Reclamó la demandante en su propio nombre, la protección de sus derechos fundamentales a la dignidad humana, de petición debido proceso y mínimo vital, que estimó conculcados por las entidades ya citadas. 
Relató, en síntesis, que es Fiscal Delegada ante los Jueces Penales Municipales y que el 29 de agosto de 2017 sufrió un accidente de trabajo al caer por las escaleras del Palacio de Justicia de esta localidad; por tal motivo, está incapacitada desde esa calenda, debido a múltiples dolencias físicas que se produjeron en el siniestro;  de manera inmediata se reportó el suceso a la ARL POSITIVA, la que ha realizado el pago oportuno del salario que devenga, el cual asciende en total a la suma de $8.655.860.oo Mcte, el que previas deducciones, deriva en el pago neto que equivale a $4.108.586.oo.
Luego, narra que se han venido presentando irregularidades en el pago de sus emolumentos, que se han reducido en razón a un incremento por concepto de retención en la fuente y la falta de pago de la bonificación judicial, a la que tiene derecho, situación que afecta su mínimo vital.
Pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, que se ordene dar contestación al derecho de petición y se disponga el pago el pago de las sumas que se le adeudan.
  



Luego de que se dirimió un conflicto de competencia, el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas asumió el trámite y corrió trasladó a todas las citadas. 




El representante legal de la subdirección regional del eje cafetero de la Fiscalía General de la Nación, se pronunció frente a los hechos y solicitó su desvinculación, habida cuenta de que a la accionante sí se le han venido pagando las sumas correspondientes a sus incapacidades conforme a la ley, lo que impide que su mínimo vital se vea afectado. Argumentó en torno al cumplimiento de las normas y las obligaciones que le competen e indicó que no ha recibido ningún derecho de petición. 




Positiva compañía de Seguros SA, por conducto de apoderada judicial, indicó que ha cumplido a cabalidad con sus obligaciones prestacionales con la accionante.





Sobrevino la sentencia de primer grado en la que se estimó improcedente el amparo en consideración a que no se acreditó la afectación al mínimo vital y nunca se mencionó la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 




Impugnó la demandante, con similares argumentos a los planteados en la demanda y en relación con la afectación al mínimo vital, mencionó que la disminución de sus emolumentos sí afecta su derecho fundamental al mínimo vital pues pues su “status como fiscal local delegada, me demanda gastos y subsistencia a la par de la dignidad a mi encomendada por el Estado y que mis emolumentos me permiten, como a cualquier funcionario público de mi categoría vivir dignamente, mas no suntuosamente o en derroche de comodidades”, que el salario que percibe solo le permite vivir modestamente y que cualquier suma de dinero que le sea dejada de pagar afecta su mínimo vital.
CONSIDERACIONES

Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.


Nohelia Rivera de Rincón, acudió a esta expedita vía con el fin de que se protegieran los derechos arriba enunciados, que estima resquebrajados por parte de las entidades demandas, por cuanto no se da contestación a un derecho de petición que elevó el pasado 15 de diciembre de 2017 y no se efectúa debidamente el pago de su salario en virtud a la incapacidad que sobrelleva.

  


El Juzgado de primer grado, se dijo, consideró improcedente el amparo al no ver conculcados los derechos fundamentales invocados por la accionante. 

   



Para decirlo de una vez, la Sala comparte la argumentación ofrecida por el funcionario de primer grado en lo que toca con la improcedibilidad de la acción para la salvaguarda impetrada. 




Con relación a la presunta vulneración al mínimo vital, es preciso recordar lo enunciado en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991, según el cual “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.

  



De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos de estirpe salarial o prestacional debe darse ante los órganos judiciales competentes, por la vía ordinaria o contencioso administrativa, según sea el caso, salvo que esté en juego el mínimo vital o se evidencie un perjuicio irremediable. 
  



En la sentencia T-016 de 2015, para citar solo este ejemplo, reiteró la Corte Constitucional que la acción de tutela tiene carácter residual o subsidiario, a la que solo se debe acudir a falta de otra vía de defensa, para preservar el reparto de competencias tribuido por la Constitución Política, a menos que, aun existiendo tales medios, ellos no se adviertan idóneos o lo que se pretenda sea evitar la ocurrencia de un perjuicio de aquella estirpe, Y en este segundo evento, recordó también que “Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar un daño transcendente en el haber jurídico de una persona; y (iv) exige una respuesta impostergable para asegurar la debida protección de los derechos comprometidos
. 
  



Al referirse, en la misma providencia al reconocimiento de acreencias laborales, reiteró que “la jurisprudencia constitucional ha señalado que por regla general dicha pretensión es improcedente, por cuanto en el ordenamiento jurídico se prevén otros mecanismos de defensa judicial, ya sea ante el juez ordinario laboral o ante el juez contencioso administrativo, dependiendo de si la vinculación se realizó mediante contrato de trabajo o por relación legal y reglamentaria. Sin embargo, de manera excepcional, se ha contemplado la viabilidad del amparo para obtener el pago de dicho tipo de acreencias, cuando por virtud de su desconocimiento se afectan los derechos fundamentales de los accionantes, concretamente el derecho al mínimo vital”,  derecho entendido como “aquella porción del ingreso que tiene por objeto cubrir las necesidades básicas como alimentación, salud, educación, recreación, servicio públicos domiciliarios, etc.”
 De ahí que su conceptualización no sólo comprenda un componente cuantitativo vinculado con la simple subsistencia, sino también un elemento cualitativo relacionado con el respecto a la dignidad humana como valor fundante del ordenamiento constitucional”. 
  



Y enseguida explicó que “la jurisprudencia ha señalado algunos supuestos en los cuales se presume la vulneración del derecho al mínimo vital, los cuales se limitan a las siguientes situaciones de hecho: (i) que no se encuentre acreditado en el expediente que el accionante cuenta con otros ingresos o recursos que permitan su subsistencia
; (ii) que se trate de un incumplimiento prolongado e indefinido
, esto es, de una omisión superior a dos meses, con excepción de aquella remuneración equivalente a un salario mínimo
, y (iii) que las sumas que se reclamen no sean deudas pendientes
. De manera que, siempre que se acredite en el trámite de un proceso cualquiera de los anteriores supuestos, el juez de tutela puede proceder al análisis de fondo del asunto planteado, a pesar de que el accionante no acredite directamente la afectación de su mínimo vital por el no pago de acreencias laborales. 
  



Concluyó la alta Corporación, entonces, que “…en respuesta a las características de subsidiariedad y residualidad de la acción de tutela, ella sólo es procedente cuando no existen medios ordinarios de defensa judicial; o cuando aun existiendo, los mismos resultan ineficaces para proteger los derechos en conflicto o para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Este último evento se presenta cuando la amenaza de vulneración de un derecho fundamental es inminente y, de consolidarse, afectaría de manera grave los bienes jurídicos que se pretenden amparar, por lo que se requiere de medidas urgentes e impostergables para evitar su materialización. Estas condiciones –al igual que la idoneidad de los medios judiciales existentes– deben analizarse en cada caso concreto y, de no acreditarse, la acción constitucional se torna procesalmente inviable… Para el caso objeto de estudio, resulta relevante destacar que en aplicación de la citada regla jurisprudencial genérica, la Corte ha señalado que la acción de tutela sólo es procedente para reclamar el pago de acreencias laborales si se acredita la afectación de un derecho fundamental, como lo es el mínimo vital, siempre que el otro medio de defensa judicial no sea idóneo; o si, en su lugar, se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable respecto de uno de tales derechos, por ejemplo, en razón a la edad y al estado de salud del accionante. 
  



Descendiendo al caso concreto, se trata de una controversia sobre el pago de prestaciones económicas y la presunta conculcación del derecho fundamental al mínimo vital. Mas, la demandante no acreditó, que la reducción de sus ingresos mensuales, pusiera en peligro inminente su subsistencia. Su mínimo vital no se resiente, por cuanto recibe el estipendio mensual, efectuadas las deducciones de su salario, que en mayor parte, casi en toda, para ser claros, provienen de sus obligaciones previas, antes que de la incapacidad que ha sufrido (f. 3, c. 1). 

  



Y tampoco acreditó que, por efectos de la incapacidad, se le esté generando un perjuicio irremediable, con las características ya anunciadas, pues está claro que la disminución exagerada de sus ingresos obedece a cuestiones diversas a su condición de salud, que apenas si alcanza a resquebrajar un poco más su retribución mensual. No basta, entonces, con hacer una mención de situaciones fácticas, sin que existan verdaderos elementos que permitan deducir, razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas. 

 



Puestas de esta manera las cosas, avala esta Sala la posición del funcionario de primer grado en lo que toca con la valoración que al derecho fundamental al mínimo vital ofreció. 





Igual ocurre con la disertación que sobre el derecho de petición dispensó, en tanto la solicitud no fue enviada a una dirección de notificaciones judiciales oficial de la Fiscalía General de la Nación y tampoco se acreditó que el escrito efectivamente hubiese sido entregado en la dirección electrónica, de la que valga decir, se desconoce a quién corresponde.




Cabe recordar lo expuesto desde antaño por la jurisprudencia constitucional: 

Ante el deber de las autoridades de responder las solicitudes presentadas por los ciudadanos, la Corte Constitucional ha sostenido que debe hacerse dentro del plazo establecido por la ley, resolviendo de fondo y claramente lo pedido.[4] 

Ahora bien, la violación de ese derecho puede dar lugar a la iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada.[5]

Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición.

En este sentido, la Sentencia T - 997 de 2005, resaltó:    

La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.

En este orden, no basta por tanto que el accionante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta. Es necesario respaldar dicha afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, de modo que quien dice haber presentado una solicitud y no haber obtenido respuesta deberá presentar copia de la misma recibida por la autoridad o particular demandado o suministrar alguna información sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acompañaron la petición, a fin de que el juez pueda ordenar la verificación.[6]





Por lo expuesto, sin que haya lugar a adicionales consideraciones, se confirmará la sentencia venida en impugnación, que estimó improcedente el amparo deprecado. 

  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 4 de abril de 2018, por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela que Nohelia Rivera de Rincón, promovió frente a la Fiscalía General de la Nación – Subdirección Nacional de Talento Humano – Jefatura de Personal, Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero, Jefatura Analista de Recurso Humano Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero, Positiva Compañía de Seguros.

Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Véanse, entre otras, las Sentencias T-225 de 1993 y T-808 de 2010.


� Sentencia T-457 de 2011, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  


� Sentencia T-683 de 2001, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Sentencia T-725 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería.


�  Sentencias T-065 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño y T-992 de 2005, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Sentencia T-162 de 2004, M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
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